El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / DEFECTO PROCEDIMENTAL / REVOCATORIA DE AUTOS PRESUNTAMENTE ILEGALES / NO ES ACTUACIÓN PROCESAL AUTORIZADA.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
Surge de las pruebas incorporadas que el juzgado accionado, después de iniciado el trámite del incidente de oposición, de haber decretado pruebas y de citar para audiencia a efecto de practicarlas, y sin que frente a esas decisiones se hubiese interpuesto recurso alguno, decidió dejarlas sin efecto con el argumento de ejercer control de legalidad sobre esas providencias y con sustento en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, según la cual, los autos ilegales no atan al juez. (…)
Revocar de manera oficiosa providencias en firme, cuando para ello no cuenta con autorización legal, atenta contra principios como los de la preclusión y la seguridad jurídica; constituye una extralimitación de funciones e impide que se garanticen otros derechos como el de defensa, de contradicción y sobre todo el del debido proceso.

Sobre el tema dijo la Corte Constitucional, haciendo alusión al artículo 309 del Código de Procedimiento Civil, que reprodujo el Código General del Proceso en el 285:

“… A partir de la interpretación del artículo 309 del Código de Procedimiento Civil, la jurisprudencia de esta corporación ha precisado que la revocatoria de los autos interlocutorios ejecutoriados, de oficio o a petición de parte, no está prevista en el ordenamiento jurídico como fórmula procesal válida para que los jueces procedan a reformar lo decidido en estas providencias, ni siquiera en el término de ejecutoria de las mismas, lo cual no obra en perjuicio de las modificaciones que sean el resultado del trámite del ejercicio de los diferentes medios de impugnación”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, agosto treinta (30) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 394 del 30 de agosto de 2019

Expediente No. 66170-31-03-001-2019-00106-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Gildardo de Jesús Ramos Restrepo frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 8 de julio pasado, en la acción de tutela que instauró la señora Diana Marcela Ramos Rendón contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de esa localidad, a la que fueron vinculados el recurrente y los señores Iván Oben Ramos Restrepo y Beatriz Elena Ramos Guarín.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Dosquebradas se tramita proceso de sucesión doble e intestada de los señores Jesús Aníbal Ramos Rendón y Rosario Restrepo de Ramos.
1.2 El 11 de diciembre de 2018 se llevó a cabo la diligencia de entrega, ordenada en ese asunto, sobre el inmueble inventariado y adjudicado; en esa actuación, se opuso con sustento en su condición de poseedora material del bien.
1.3 Con ocasión a lo anterior, el juzgado accionado, por auto del 30 de enero de este año, dio apertura al incidente y solicitó la incorporación de pruebas que sustentaran la oposición, a lo que procedió.

1.4 Mediante proveído del 12 de marzo siguiente se programó el 30 de abril como fecha para la audiencia de práctica de pruebas; no obstante, el despacho judicial, en auto del 26 de abril, decidió dejar sin efecto la actuación y en consecuencia rechazar por improcedente la oposición.
1.5 Contra esa determinación formuló recurso de reposición y en subsidio apelación, bajo el argumento de la lesión de sus intereses como opositora, pues de plano y sin haberse recogido las pruebas solicitadas y decretadas, se rechazó su solicitud.
1.6 Por auto del 4 de junio último, la funcionaria accionada resolvió negar esos medios de impugnación; el de reposición, con fundamento en los mismos argumentos planteados en aquel proveído y la alzada, porque se trataba de un proceso de única instancia.
1.7 Estima que “tenga o no tenga razón, necesariamente ha debido someterse al debate jurídico con las pruebas pedidas… y no cercenarlo como se dijo de tajo, esto es sin agotar el trámite del incidente”.

1.8 El amparo es procedente al haberse agotado los recursos disponibles. 
2. Considera lesionados sus derechos al debido proceso, la igualdad, la defensa y el acceso a la administración de justicia. Para protegerlos, solicita se ordene al juzgado accionado dar trámite al incidente de oposición propuesto dentro del citado asunto.   
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 21 de junio pasado se admitió la demanda y se ordenó vincular a los señores Beatriz Elena Ramos Guarín, Gildardo de Jesús e Iván Oben Ramos Restrepo.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos.

2.1 La titular del juzgado accionado informó, luego de hacer un recuento de las etapas agotadas en el proceso objeto del amparo, que la oposición formulada por la señora Diana Marcela Ramos Rendón fue rechazada porque en este caso el bien se encontraba debidamente embargado y secuestrado desde el año 2016 y por tanto, la accionante no podía oponerse a su entrega en calidad de poseedora, pues el inmueble ya se encontraba bajo la administración del secuestre; según los artículos 305 y 512 del Código General del Proceso y el precedente de este Tribunal, cuando la entrega del bien no se realiza por el secuestre a los adjudicatarios, la parte interesada puede solicitarla y en consecuencia se procederá a materializarla en diligencia en la que no se admite oposición alguna. Por tanto, actuó de conformidad con el ordenamiento legal.
De otro lado, dijo que en el citado trámite no se agotaron todos los recursos disponibles, específicamente el de queja, y que la acción de tutela no puede servir como una instancia adicional de las ordinarias. 
2.2 El señor Gildardo de Jesús Ramos Restrepo alegó que en este caso el juzgado accionado no ha vulnerado las garantías de las partes, por el contrario son el señor Iván Obel Ramos Restrepo y su hija Diana Marcela Ramos Rendón, esta quien deriva la posesión del primero, los que pretenden desconocer los derechos de los demás herederos frente al bien que les dejaron sus padres. Por otra parte, la actora solo vino a actuar en la diligencia de entrega, a pesar de que tenía conocimiento de las medidas de embargo y secuestro previamente decretadas. Así mismo, la citada señora reconoce que empezó a poseer a mediados del año 2017, es decir luego de que aquellas medida cautelares se hicieran efectivas y por tanto el bien ya estaba fuera del comercio y a cargo del secuestre quien, además, en ninguno de sus informes dio cuenta de que el inmueble “estuviera en manos de la accionante”.  
2.3 Los demás vinculados guardaron silencio.
3. Mediante sentencia del pasado 8 de julio, el Juez Civil del Circuito de Dosquebradas concedió el amparo invocado y ordenó a la funcionaria accionada rehacer la actuación incidental a partir del auto que decretó pruebas y emitir la respectiva decisión de fondo.
Para decidir así, estimó, luego de indicar que la acción constitucional cumple con los requisitos de procedibilidad, que el despacho demandado desconoció el principio de confianza legítima al aplicar la figura del antiprocesalismo a una actuación que se encontraba bastante adelantada; al admitir la oposición, correr traslado y decretar pruebas, generó en la accionante la expectativa de que el incidente se resolvería, bien sea favorable o desfavorablemente, luego de agotar el debido proceso.
4. Inconforme con el fallo, el señor Gildardo de Jesús Ramos Restrepo lo impugnó. Adujo que la funcionaria accionada, al aceptar la oposición de la actora, dejó de tener en cuenta lo previsto en el artículo 309 del Código General del Proceso y que para corregir ese error profirió el auto del 26 de abril de este año “dejando sin efecto la oposición”; el hecho de corregir una equivocación, que atenta contra los derechos de los herederos, no puede entenderse como una violación de derechos fundamentales de un tercero que actúa de mala fe; el debido proceso debe favorecer a todas las partes en igualdad de condiciones y en este caso, se ha vulnerado esa garantía a los herederos al despojarlos “de lo que realmente nos corresponde”. De otro lado, reiteró que la misma accionante admitió haber obtenido la posesión del inmueble, la que proviene de su padre Iván Obel Ramos Restrepo, luego de materializadas las medidas cautelares.
Solicita se revoque la sentencia de primera instancia.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela frente a la providencia por medio de la cual el juzgado accionado dejó sin efecto el trámite adelantado en el incidente propuesto por la actora y rechazó por improcedente la oposición que  formuló. De serlo, se analizará si en esa actuación se incurrió en defecto que justifique conceder el amparo reclamado.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible; (…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa” 
. 

4. Las pruebas documentales allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 11 de diciembre de 2018, el corregidor de la Serranía El Alto del Nudo de Dosquebradas, practicó diligencia de entrega ordenada en el proceso de sucesión de los señores Jesús Aníbal Ramos Rendón y Rosario Restrepo de Ramos, sobre el bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 294-25348, acto en el cual los señores Diana Marcela Ramos Rendón e Iván Oben Ramos Restrepo manifestaron oposición
.

4.2 Por auto del 30 de enero de 2018 (sic) el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas rechazó de plano la oposición propuesta por ese último, al ostentar la calidad de heredero reconocido en el proceso, y de conformidad con el inciso 7º del artículo 309 del Código General del Proceso, le concedió a la señora Ramos Rendón el término de cinco días para que solicitara las pruebas que pretendiera hacer valer, referente a su oposición
.
4.3 Oportunamente la citada señora, por medio de apoderado, presentó escrito en el que solicitó se declarara que tiene derecho a oponerse a la entrega del predio, en virtud de su calidad de poseedora material, y en consecuencia se le reconociera el derecho de retención. Además solicitó la práctica de pruebas testimoniales
.
4.4 Mediante proveído del 12 de marzo de este año, se programó el 30 de abril siguiente como fecha para la audiencia de práctica de pruebas y se decretaron otras de oficio
.

4.5 En providencia del pasado 26 de abril, la funcionaria accionada resolvió, en aplicación del control de legalidad, dejar sin efecto aquellos autos y en su lugar devolver la comisión para que se realizara sin más dilaciones la entrega del bien a los herederos y rechazó por improcedente la oposición presentada por la actora.

Para decidir así, consideró que esta última reconoció que los actos de señor y dueño sobre el predio los empezó a ejercer a partir del año 2017, fecha para la cual ya se había llevado a cabo su secuestro, por tanto “es imposible hacer uso de la figura del artículo 762 del Código Civil por cuanto los requisitos exigidos deben exteriorizarse y para el año 2017, el bien estaba bajo la responsabilidad del auxiliar de la justicia”. Además, al tratarse de un bien secuestrado, solo procedía la entrega, sin tramitar oposición alguna de conformidad con el artículo 308 del Código General del Proceso. Estimo que en este caso aplica la  teoría del antiprocesalismo, según la cual, los autos ilegales no atan al juez y por ello en cualquier momento, a petición de parte o de oficio, se pueden sanear las irregularidades causadas, máxime porque aquí no se desconoce ningún ordenamiento constitucional o legal
.
4.6 Contra ese proveído el apoderado de la accionante interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación. Alegó que: a) si bien en virtud de la oposición formulada en la diligencia de entrega, el juzgado de conocimiento corrió traslado para sustentarla, decretó y fijó fecha para practicar pruebas, antes de llevarse a cabo esta audiencia profirió el auto recurrido, el que lesiona sus intereses como opositora y viola los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, defensa y acceso a la administración de justicia, pues a pesar de plantear razonamientos y solicitar pruebas que acreditan la posesión que alega, el despacho, por anticipado y bajo la tesis del antiprocesalismo, decidió dejar sin efecto el trámite y rechazar por improcedente la oposición; b) desconoce el juzgado que la actora es un tercero ajeno al proceso y por ende, está facultada por el artículo 309 del Código General del Proceso para oponerse a la entrega en calidad de poseedora, ya que la sentencia no produce efectos en su contra y ha planteado hechos constitutivos de posesión que están pendientes de demostrar. Así mismo, confunde esa funcionaria la oposición a la entrega con la oposición al secuestro; c) se debía escuchar a la opositora y decidir luego de agotado el trámite incidental, pero no antes y d) no es de recibo el argumento de que la citada señora no se encontraba en posesión del bien para la época del secuestro, tal como lo sostiene la jurisprudencia, la cual, además, hace alusión a que en estos asuntos se puede encontrar pendiente la resolución del reconocimiento de mejoras
.

4.7 En auto del 4 de junio último se resolvió no reponer la providencia recurrida con sustento en que el bien siempre estuvo en las condiciones en las que fue entregado al secuestre, y como la posesión se alega después de la perfección de la correspondiente medida cautelar, no puede la opositora exteriorizar actos posesorios frente a un bien “en manos de un secuestre” y por tanto respecto del citado inmueble solamente podría ordenarse la entrega. No concedió el recurso de apelación al tratarse de un proceso de única instancia
. 

5. En este caso se encuentran satisfechos aquellos requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) el proveído en el que se encuentran vulnerados los derechos, fue adoptado en un proceso de única instancia, razón por la cual en su contra solo procedía el recurso de reposición, el cual fue efectivamente interpuesto; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque la citada providencia se dictó el 26 de abril pasado y la presente acción constitucional se instauró el 21 de junio último; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela. 

6. Surge de las pruebas incorporadas que el juzgado accionado, después de iniciado el trámite del incidente de oposición, de haber decretado pruebas y de citar para audiencia a efecto de practicarlas, y sin que frente a esas decisiones se hubiese interpuesto recurso alguno, decidió dejarlas sin efecto con el argumento de ejercer control de legalidad sobre esas providencias y con sustento en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, según la cual, los autos ilegales no atan al juez.

7. El ejercicio de la función jurisdiccional, que tiene por fin la decisión de controversias jurídicas mediante una declaración judicial que adquiere fuerza de verdad definitiva, se realiza por medio del proceso. Este se integra por un conjunto de actos reglados hasta finalizar con aquella declaración, la sentencia, en la que se materializa el derecho sustantivo. Sin embargo, en  ocasiones el proceso puede terminar por otros medios anormales como la transacción o el desistimiento.

Es pues el proceso el escenario propicio para que el juez cumpla su importante labor de administrar justicia; al trámite previsto por el legislador debe someterse hasta poner fin al conflicto que le plantean. En tal forma se garantiza el principio de legalidad, al que jueces y partes deben rendir tributo.

Las decisiones que en él se adoptan producen efectos vinculantes y por ende, solo pueden cesar en los casos en que la misma ley lo permite, concretamente mediante el empleo oportuno de los medios de impugnación o del incidente de nulidad previstos en el ordenamiento jurídico. Aquellas frente a las cuales no se interpone ningún recurso y que por tanto adquieren fuerza ejecutoria, no pueden ser desconocidas por el juez, ni siquiera con el argumento de considerarlas erróneas.

Revocar de manera oficiosa providencias en firme, cuando para ello no cuenta con autorización legal, atenta contra principios como los de la preclusión y la seguridad jurídica; constituye una extralimitación de funciones e impide que se garanticen otros derechos como el de defensa, de contradicción y sobre todo el del debido proceso.

Sobre el tema dijo la Corte Constitucional, haciendo alusión al artículo 309 del Código de Procedimiento Civil, que reprodujo el Código General del Proceso en el 285:
“… A partir de la interpretación del artículo 309 del Código de Procedimiento Civil, la jurisprudencia de esta corporación ha precisado que la revocatoria de los autos interlocutorios ejecutoriados, de oficio o a petición de parte, no está prevista en el ordenamiento jurídico como fórmula procesal válida para que los jueces procedan a reformar lo decidido en estas providencias, ni siquiera en el término de ejecutoria de las mismas, lo cual no obra en perjuicio de las modificaciones que sean el resultado del trámite del ejercicio de los diferentes medios de impugnación. Al respecto ha dicho que la facultad prevista en la norma mencionada, modificada por el artículo 1º, numeral 139 del Decreto 2282 de 1989, solo permite la aclaración de oficio de los autos en el término de ejecutoria, lo cual no lleva aparejado en modo alguno la posibilidad de reformarlos en su contenido material básico…

Descendiendo al asunto sometido a examen se tiene que el despliegue de funciones o actuaciones por el juez que no tenga respaldo en el ordenamiento positivo constituye una extralimitación de las funciones a él asignadas. En estas condiciones, si la revocatoria de autos interlocutorios no ha sido prevista en la ley procesal, el juez que la ordene por fuera del trámite de alguno de los medios de impugnación o nulidad, incurre sin lugar a dudas en una vía de hecho que puede dar lugar a la vulneración de derechos fundamentales. Ello no obsta, como es lógico, para que con fundamento en norma expresa los jueces procedan a la revocatoria de ciertos actos de naturaleza interlocutoria, tal como sucede cuando se prevén supuestos en los que procede el levantamiento de las medidas cautelares que se adoptan en los procesos civiles (CPC, arts. 346 y 519) y la sustitución o revocatoria de la medida de aseguramiento (CPP, art. 318), en los que es la propia ley la que determina las condiciones que deben cumplirse para que el juez se aparte de lo decidido anteriormente.…”
… 

Sin embargo, no desconoce la Corte que, tal como se argumentó por la autoridad judicial accionada, respecto de la regla procesal de la irrevocabilidad de los autos, la Corte Suprema de Justicia ha establecido por vía jurisprudencial una excepción fundada en que los autos manifiestamente ilegales no cobran ejecutoria y por consiguiente no atan al juez —antiprocesalismo—.

De cualquier manera y si en gracia de discusión se acogiera por la Sala este criterio, se tiene que la aplicación de una excepción de estas características debe obedecer a criterios eminentemente restrictivos, pues de no ser así, so pretexto de enmendar cualquier equivocación, el operador jurídico puede resultar modificando situaciones jurídicas constituidas de buena fe respecto de terceros con fundamento en las providencias judiciales y desconociendo con ello normas de orden público, así como el principio de preclusión de las etapas procesales. De manera que no cabe duda que de admitirse la aplicación de esta excepción, la misma solo procede cuando en casos concretos se verifica sin lugar a discusión que se está frente a una decisión manifiestamente ilegal que represente una grave amenaza del orden jurídico y siempre que la rectificación se lleve a cabo observando un término prudencial que permita establecer una relación de inmediatez entre el supuesto auto ilegal y el que tiene como propósito enmendarlo...

En estas condiciones, al margen de cuál de las tesis formulada en cada uno de los autos es la correcta, es lo cierto que trasladar al accionante los efectos de un supuesto yerro atribuible al juez resulta desproporcionado. 

En mayor medida si con el propósito de subsanarlo se recurre a una fórmula procesal no prevista en el ordenamiento jurídico, cual es la revocatoria de autos ejecutoriados, constituyendo tal actuación una vía de hecho judicial, pues la conducta o proceder del juez carece en este caso de fundamento legal” 
 
Así mismo la Corte Suprema de Justicia, corporación a la que acudió la funcionaria accionada para adoptar la decisión atacada, en reciente pronunciamiento, expresó sobre el particular: 

“Y esa incuria no puede enmendarse ahora acudiendo a la teoría del antiprocesalismo, no sólo porque la censurada resolución no se muestra contraria a la ley o a la realidad que muestra el paginario, sino porque se trata de una doctrina que debe aplicarse con criterio restrictivo, pues como en reciente oportunidad lo recordó esta Corporación, sobre la materia, 

 

«se mantiene vigente el precedente según el cual «sólo procede cuando en casos concretos se verifica sin lugar a discusión que se está frente a una decisión manifiestamente ilegal que represente una grave amenaza del orden jurídico y siempre que la rectificación se lleve a cabo observando un término prudencial que permita establecer una relación de inmediatez entre el supuesto auto ilegal y el que tiene como propósito enmendarlo» (CC T-1274/05); por consiguiente, «un auto ejecutoriado no puede ser revocado por el juez, ya que la ley procesal no establece la revocación ni de oficio ni a petición de parte después de que se produzca la ejecutoria. Tampoco puede declararse la nulidad de un acto después de ejecutoriado, ya que la parte lo consintió si no interpuso recurso o éste se resolvió, quedando ejecutoriado el proveído, y a menos que se dé una causal de nulidad que no haya sido saneada» (CC T-519/05).

 

De manera que,

 

«no es dable utilizar dicha figura jurídica para que la parte afectada con una decisión haga manifiesta su inconformidad, si ésta dejó de atacarla por los conductos regulares previstos por el ordenamiento legal, vr. gr. a través de los recursos ordinarios y extraordinarios o acudiendo al amplio régimen de nulidades procesales previstos por la ley, y tampoco puede ser invocada para que el juez, de manera oficiosa, corrija cualquier equivocación; todo ello, en defensa de importantes principios como el de la seguridad jurídica y la buena fe, presunción de veracidad y confianza legítima, y procesales como el de preclusión.» (STC9170-2019)” 

La Sala siguiendo esa jurisprudencia, considera que en trámite del proceso a que se hace referencia no se incurrió en error de tal naturaleza que justifique acudir a decisiones como las que ha adoptado la Corte Suprema de Justicia al decidir que los autos ilegales no atan al juez, pues las decisiones de dar trámite al incidente de oposición, decretar pruebas y señalar fecha para su práctica, no se evidencian manifiestamente ilegales ni representan una grave amenaza del orden jurídico.

En efecto, al margen del debate sobre la procedencia del trámite incidental, en definitiva lo que ocurre al mantenerse aquellas determinaciones es que simplemente la resolución de fondo se adopte luego de agotar el trámite inicialmente decretado y no antes por medio de auto de rechazó de plano. A esto cabe agregar que frente a esas providencias la contraparte de la actora ninguna oposición formuló, hecho del cual se infiere su aprobación respecto del inició del incidente de oposición.
Así las cosas, no podía la funcionaria accionada, vencido el término para impugnar los referidos autos, dejarlos sin efectos legales con argumentos que, como se ha explicado, no justificaban proceder en tal forma.

Actuó entonces por fuera del procedimiento establecido, razón por la cual incurrió defecto procedimental, al revocar su propia decisión mediante el empleo de una figura no prevista en el Código de General del Proceso y ello hace procedente el amparo reclamado, tal como lo concluyó el juez de primera instancia.

8. Frente a los demás argumentos planteados por el recurrente, basta decir que, tal como lo indicó el funcionario de primera instancia, la decisión que se adopta no tiene nada que ver con el debate relativo a los derechos sobre el bien que compone la masa sucesoral, pues lo que aquí se encuentra en entredicho es la posibilidad de dejar sin efectos providencias ejecutoriadas, al margen, entonces, de la decisión de fondo que se adopte respecto de la procedencia de la oposición a la entrega.
9. Por tanto, se confirmará la sentencia impugnada.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 8 de julio último, dentro de la acción de tutela que instauró la señora Diana Marcela Ramos Rendón contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de esa localidad, a la que fueron vinculados los señores Beatriz Elena Ramos Guarín, Gildardo de Jesús e Iván Oben Ramos Restrepo.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



(Ausente con causa justificada)

� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folio 1


� Folio 3


� Folios 5 y 6


� Folio 7


� Folios 8 a 14


� Folios 15 a 17


� Folios 22 a 24


� Sentencia T-1274 de 2005


� Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC10544-2019 del 8 de agosto de 2019, M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque, radicado No. 70001-22-14-000-2019-00077-01
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